Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 45 minutos) 


La Comisión Especial para el Estudio del Funcionamiento de los Partidos Políticos tiene el 
agrado de recibir al profesor Gerardo Caetano, a quien habíamos puesto en nuestra lista selecta de 
invitados. 


Como el profesor Caetano sabe, nosotros hemos constituido esta Comisión Especial -dichas 
Comisiones, en el Senado, se conforman en pocas oportunidades- para analizar este proyecto de ley 
que si bien ha sido presentado por la Bancada oficialista -que es mayoritaria- ha habido iniciativas - 
parciales o globales- sobre el tema de los Partidos Políticos de todas las Bancadas; incluso, este 
proyecto recoge aspectos de las mismas, de todos los Partidos, de parlamentarios, en forma aislada o 
colectivamente, etcétera. Además, aunque este proyecto de ley habla del funcionamiento de los 
Partidos Políticos, tiene un obvio contenido en cuanto al financiamiento. 


Es evidente que esta Comisión ha venido trabajando regularmente -sobre todo, desde 
marzo- y ya hay unas diez u once modificaciones que se le quiere hacer. Debí haber traído, en el día 
de hoy, un resumen a este respecto y no lo hice; de haberlo hecho, podría habérselo alcanzado para 
que el profesor pudiera hacer las puntualizaciones que considerara pertinentes. No obstante, le vamos 
a hacer llegar esa información; quizás en base a algunas de las observaciones que el profesor realice, 
ya podamos efectuar las correcciones correspondientes. 


En definitiva, quería decirle que en esta Comisión estamos trabajando en esto y que nuestra 
aspiración es que de aquí salga un proyecto de ley a este respecto. Incluso, se ha consultado a 
algunos Diputados para que en la Cámara de Representantes sea votado rápidamente. Obviamente, 
su aporte en esto va a ser esencial y somos “todo oídos” a lo que usted diga. 


SEÑOR CAETANO.- Muchas gracias, señor Presidente. 


Realmente les agradezco mucho la invitación y, antes que nada, quiero pedir excusas porque 
la verdad es que había sido invitado anteriormente y por problemas de trabajo no pude concurrir, pero 
le pedí a la señora Secretaria de la Comisión -quien actuó en relación a esto con mucha diligencia y 
generosidad- que promoviera la oportunidad de poder volcar aquí mi opinión. 


En segundo término, quiero señalar que quería no faltar en esta instancia cívica porque me 
parece que se trata de un proyecto que atiende a un tema central en la vida política contemporánea y 
del cual -en lo personal, puedo decir que, al igual que otros colegas, he escrito en esta dirección- el 
país estaba omiso, como me voy a encargar de probar; y, en este sentido, voy a dejar un material. Digo 
que el país estaba omiso no solamente respecto a las tendencias de la legislación en la materia a nivel 
de las naciones desarrolladas, sino también a los países de la región. 


Lo primero que quiero destacar es que, más allá de que tal vez se tardó demasiado -como 
bien lo dijo el señor Presidente- en todas las legislaturas posteriores al advenimiento de la democracia, 
luego del oscuro período de la dictadura -es decir, en todos los períodos, a partir del proyecto 
presentado por el entonces Senador Eduardo Paz Aguirre en la primera Legislatura posterior a la 
dictadura- todos los Partidos con representación parlamentaria han presentado proyectos de ley 
absolutamente convergentes. 


Hace algunos años, en el Instituto de Ciencia Política, en colaboración con la organización 
internacional “*Transparency International”, especialmente vinculada a este tema, hicimos un seminario 
internacional y publicamos los resultados. Por si los señores Senadores no lo tienen, les voy a hacer 
llegar el libro que se realizó con esos resultados, en los que surgen las experiencias de la región y 
otras más a nivel internacional, a propósito de la ponencia del representante de “Transparency 
International”. Nosotros hicimos una tabla con todos los proyectos presentados e hicimos la 
comparación correspondiente de acuerdo a los ítems clásicos a nivel internacional, lo que provocó, 
incluso, que invitáramos a los autores de distintos proyectos en la materia a la presentación del libro. 


En ese sentido, se veía claramente la convergencia básica de opiniones, más allá de matices. 
Por lo tanto, resultaba realmente inexplicable que después de veinte años de democracia el Uruguay 
no tuviera una ley en esta dirección. Entonces, lo primero que tengo que decir es que celebro que 
finalmente se haya decidido aprobar un proyecto de esta naturaleza, sobre todo en un año muy 
importante como este. 


Obviamente, no pasa desapercibido para ninguno de ustedes que el tercer año de la 
Legislatura, por muchos motivos, es de acción legislativa. No digo que las reformas legislativas que no 
se hagan en este año no se puedan hacer; ojalá no tuviéramos la concepción de la vida política que 
implica entenderla como campaña permanente, pero los años preelectorales complican, sobre todo 
cuando se trata de un proyecto de esta naturaleza. Me animo a señalar que, más allá de su origen y 
partiendo de la base de que, como se decía, todos los Partidos con representación parlamentaria en 
estos cinco períodos de democracia han presentado proyectos similares, los mismos requieren 
acuerdos multipartidarios sólidos, si no unánimes, por lo menos ampliamente mayoritarios. No puede 
haber un proyecto sobre un tema de esta naturaleza que sea aprobado con los votos oficialistas y con 
la oposición votando en contra. Siempre se puede hacer alguna mejora, pero realmente los insto a que 
se aproveche esta oportunidad para dar una señal política muy importante para la sociedad, como 
sería la aprobación de una ley vinculada con este tema con el respaldo si no unánime de todos los 
Legisladores y de todos los Partidos con representación parlamentaria, por lo menos mayoritario, que 
trascienda largamente el origen oficialista del proyecto. 


Lo primero que quisiera decir es que el título del proyecto no me gusta. Se podría decir que es 
algo absolutamente menor, pero creo que no es así. Más allá de que en algún sentido el proyecto 
trasciende el tema del financiamiento de la política, de los Partidos, creo que en el título del proyecto 
tendría que estar mencionado con mucha claridad. Digo esto, porque en nuestro país -y en general en 
todo el continente- existe una tendencia a cimentar -con versiones no debidamente fundadas- una 
reacción antipolítica, contra los Partidos, de que se gasta demasiado en política, que el Poder 
Legislativo tiene un presupuesto absolutamente exagerado, lo que es absolutamente infundado. Creo 
que los dirigentes políticos deben dar una batalla cívica, republicana, defendiendo la política, al igual 
que quienes participamos del quehacer cívico desde otros roles, como es el análisis de la vida política. 
Y defender la política significa, entre otras cosas, hablar claro sobre algunos temas, como, por 
ejemplo, que la democracia cuesta. Esto es algo que hay que decirlo con todas las palabras. 


En ese sentido, quiero realizar otra observación sobre el financiamiento público al que se 
hace mención, tanto en el artículo 27 -comprendido dentro de la Sección l!l del Capítulo |- como en 
otras disposiciones del proyecto de ley. Concretamente, en dicha norma se establece: “El Poder 
Legislativo, con cargo a las economías que logre en la ejecución de su presupuesto anual, podrá 
otorgar a los Partidos Políticos con representación parlamentaria, un 5% (cinco por ciento) por año de 
las unidades reajustables abonadas en las elecciones nacionales anteriores. 


Estas partidas a otorgar podrán efectivizarse mensualmente”. 


En el Instituto de Ciencia Política hemos hecho -y está a disposición de los señores 
Senadores- un estudio muy completo sobre el presupuesto del Poder Legislativo. En este sentido, debo 
señalar que no sólo a nivel de la opinión pública, sino lamentablemente también a nivel de los 
Legisladores, existe una visión absolutamente equivocada sobre este tema, ya que se piensa que el 
presupuesto del Poder Legislativo es exagerado; por el contrario, nosotros consideramos que es 
deficitario e insuficiente. Por más que lo que voy a decir a continuación suene raro en un país que 
viene de una gran crisis y con recursos acotados, creemos que no hay que estimular las economías del 
Poder Legislativo, sino todo lo contrario: debe racionalizar los gastos, pero también necesita inversión. 


Como decía, esto surgió como resultado de una comparación que se hizo entre el 
presupuesto del Poder Legislativo uruguayo a todos los niveles -que van desde los salarios de los 
Legisladores, de los funcionarios, de los gastos de funcionamiento y de las inversiones- con otras 
dependencias del Estado uruguayo y en relación al Producto, a la población y, sobre todo, a la 
experiencia internacional. 


Créanme que el presupuesto del Poder Legislativo es paupérrimo y atenta contra la 
calificación del funcionamiento de un Poder que es absolutamente central en el funcionamiento 
democrático. Este es un aspecto sobre el que no quiero insistir demasiado, porque ustedes lo saben 
mejor que yo. Simplemente, quiero señalar que el Parlamento uruguayo requiere reformas 


impostergables que, obviamente, también necesitan financiamiento. Realmente me alarmo cuando al 
finalizar una Legislatura, el Presidente de la Asamblea General -cualquiera sea su Partido- toma como 
primera variable de éxito de su gestión el hecho de lograr economías. Personalmente, el dato de que el 
Parlamento haya bajado su presupuesto, no me dice nada; más bien, me indica algo negativo. 


Es por lo expuesto, entonces, que yo eliminaría del articulado y de la fundamentación los 
estímulos indirectos -que surjan de las economías- para obtener recursos para el funcionamiento de los 
Partidos. ¿Por qué? Porque eso consolida una sabiduría convencional infundada. Se dice que en el 
Parlamento se gasta mucho; sin embargo, creo que se gasta mal. Este es un tema sobre el que me 
gustaría discutir porque, de acuerdo con la experiencia internacional, en el Parlamento uruguayo se 
gasta poco y se debería gastar más; incluso, en algunos niveles existen problemas de falta de 
inversión. 


A mi juicio, en términos generales, el proyecto de ley es muy adecuado, ya que básicamente 
recoge los acuerdos -lo que me parece muy bien- de los proyectos de todos los Partidos Políticos que 
fueron presentados en las Legislaturas anteriores. Creo que este es un muy buen mecanismo para 
empezar. Como bien se señala en la Exposición de Motivos, agrega tres novedades importantes: “1. la 
regulación permanente de la financiación de los gastos en que pudieren incurrir los Partidos por la 
participación en elecciones, 


2. la posibilidad de recibir partidas que puedan contribuir a solventar sus gastos ordinarios fuera de los 
tiempos electorales 


3. la generación de oportunidades, para todos los Partidos, de acceso gratuito a los medios de 
comunicación de mayor impacto.” 


Las tres novedades me parecen pertinentes, aunque tengo alguna discrepancia respecto a 
cómo se resuelven en el articulado, pero en conocimiento de las reformas planteadas a partir de la 
participación de otros colegas y del debate de la Comisión, creo que muchas de las propuestas 
respecto a estos puntos ya han sido cubiertas. 


Me parece muy importante que el proyecto ponga su eje en la construcción de una cultura de 
la transparencia, en el principio de la accountability y en el de la rendición de cuentas. 


En ese sentido, pienso que es un acierto la figura del jefe de campaña y de sus 
requerimientos. Entiendo que la solución de un formato mix que prevé financiamiento público y privado 
es una opción que responde a los estándares internacionales. Las propuestas en otra dirección, 
rígidamente ubicadas en uno u otro sentido, no son adecuadas. 


También es importante el tema de las limitaciones a los aportes privados y las referencias a lo 
que es el gran eje del gasto del funcionamiento de los Partidos en procesos electorales como son los 
gastos en publicidad televisiva que en el Capítulo IV de la sección Il se resuelve correctamente de 
acuerdo a la experiencia internacional. 


Otro punto que creo correcto es el que está planteado en la Sección IV, Capítulo | 
“Prohibiciones”. Sin embargo, me parece que este proyecto -bienvenido sea- con los ajustes 
del caso, debe ser el inicio de un proceso. Sobre este tema traje un material que luego será distribuido 
a todos los miembros de la Comisión y, además, enviaré un ejemplar del libro “Dinero y política”, 
producto de ese seminario. 


Ahora bien, quiero hacer alguna referencia a la situación uruguaya a nivel internacional y a 
nivel latinoamericano porque, de alguna manera, pone de manifiesto hasta qué punto, más allá de 
nuestra usual autocomplacencia con respecto a nuestra vida democrática, en algunos aspectos 
estamos atrasados. Supimos ser vanguardia, pero nos dormimos en los laureles. El tema del 
financiamiento de la política, no solamente del financiamiento electoral de los Partidos, es uno de esos 
temas. En un documento que voy a dejar a los señores Senadores, aparece una tabla de las 
actividades objeto de financiamiento público directo, emanada de un libro de Daniel Zovatto editado 
recientemente, llamado “Dinero y política en América Latina: una visión comparada”. El caso uruguayo 
junto con el de Nicaragua y el de Honduras es el único en toda América Latina en donde las 


actividades objeto de financiamiento público directo son solamente electorales. Aquí hay que advertir 
algo que todos sabemos: la política no es sólo el tiempo, el proceso electoral. Creo que hay que 
atender a ventana abierta, en interacción exigente con la opinión pública, esta idea con la que 
comenzaba: que el ejercicio de la democracia requiere financiamiento no sólo para los procesos 
electorales. 


En ese sentido, el proyecto esboza alguna idea, pero es sumamente tímido, por lo cual los 
instaría a incorporar muy en serio el tema del financiamiento de la política en los tiempos 
interelectorales, a no vincular la idea de que los Partidos solamente lo necesitan para sus actividades 
electorales, sino que la política también lo requiere para una multiplicidad de cometidos, que van desde 
capacitación de sus cuadros, hasta investigaciones que deben realizar y acciones cívicas que tienen 
que ver con la atención de los problemas de la representación. Ese financiamiento debe estar regulado 
-no puede mantenerse en una zona desconocida e invisible- y se debe incorporar la idea de que no 
sólo tiene que ver con un tema electoral. 


Repito que esto está esbozado en el proyecto de ley, pero me gustaría que estuviera más 
específicamente considerado y que hubiera una apuesta muy fuerte en esa dirección. ¿Por qué? 
Porque prácticamente a diario los Partidos solicitan a los centros académicos trabajos que hacemos 
con mucho gusto, porque los entendemos como una contribución a la vida democrática, pero 
entendemos absolutamente pertinente que haya un asesoramiento político independiente. Sin 
embargo, los Partidos necesitan un asesoramiento político-partidario, institutos partidarios de estudio 
propios. 


Así como es imprescindible que un Legislador rompa su circuito cerrado discutiendo con un 
asesor independiente, institucional, al Parlamento, con un técnico cuya legitimidad no está en la 
adhesión a un Partido, sino en su capacidad o en su idoneidad respecto a determinado tema, también 
es muy importante que los Legisladores y los dirigentes políticos tengan la posibilidad de desarrollar 
una actividad de interlocución permanente con técnicos de sus propios Partidos. Eso no se puede 
hacer sobre la base de la convocatoria a la militancia, porque la experiencia internacional indica que se 
hace mal. Por ese motivo, cuando la experiencia internacional habla de financiamiento de la política 
incorpora el financiamiento partidario y, como ítem, la capacidad de investigación. Ni que hablar -los 
señores Senadores podrán advertirlo- que esto es así a nivel de los países desarrollados. 


Sin embargo, en este caso no estamos hablando de los países desarrollados, sino de los de 
América Latina que, por cierto, no nadan en la abundancia. Nos referimos a Argentina, Bolivia, Brasil, 
Colombia, Costa Rica, Chile, México y Panamá. Hablamos del conjunto de los Partidos, con la 
excepción de esos cuatro ejemplos que señalaba. 


En cuanto a las contribuciones privadas, hay un tema en el que tiene que imperar el 
sinceramiento y en el que se debe buscar una buena solución. En principio, pienso que la que da el 
proyecto es correcta, pero creo que hay que avanzar en el sinceramiento. Todos sabemos que los 
Partidos están vinculados, en mayor o en menor medida, con organizaciones internacionales políticas y 
que reciben de éstas -como ocurre en muchísimos casos- respaldos de financiamientos para la 
realización de actividades concretas. Eso no me parece mal y además es conocido. 


Considero correcta la prohibición de respaldos, según se establece en la Sección IV, Capítulo 
l, Prohibiciones”, respecto a las contribuciones o donaciones de Gobiernos o de entidades extranjeras. 
Esto me parece muy importante si se lo vincula a la actividad electoral, sobre todo cuando estamos 
viendo en América Latina la ruptura de un principio fundamental de lo que era la democracia 
latinoamericana: la no injerencia en los asuntos internos, esencialmente en lo que hace a los procesos 
electorales. Este tema me preocupa particularmente y pienso que debemos anticiparnos al respecto 
estableciendo un dique. No podemos permitir que otros Gobiernos de América Latina, en aras de una 
real o supuesta afinidad ideológica, respalden a unos Partidos y no a otros. Distinto es -y este punto 
debe atenderse- que omitamos la figura ya existente de corrientes internacionales políticas a las 
cuales, en mayor o menor medida, están vinculados todos los Partidos uruguayos o lo que en el marco 
del proceso de vinculación creciente entre Partidos uruguayos y de otros países o que como 
consecuencia de la transformación de la política global y regional, se está dando y se va a dar, que es 
la internacionalización y regionalización de la vida política -lo queramos o no, ya se está dando- por 
problemas de dificultad en la argumentación. 


Estoy de acuerdo con que tal vez este primer proyecto de ley no sea la oportunidad para 
atender este problema; pero sí digo que, a mi juicio, esta iniciativa debe ser entendida como un primer 
paso que debe continuarse con otros pasos que refieran a la idea de que la democracia requiere 
financiamiento, que para su calificación la democracia requiere redes transparentes, con el eje 
fundamental -en el cual todos están de acuerdo- de la transparencia, de la rendición de cuentas. Por 
ejemplo, a nivel de comparaciones, hasta este momento el Uruguay, junto con Perú, Guatemala, El 
Salvador y Colombia, eran los únicos países dentro de América Latina que no tenían límites a las 
contribuciones privadas, que no tenían una regulación respecto a limitar las contribuciones privadas. El 
tema de la rendición de cuentas es absolutamente fundamental y quiero decir que el Uruguay era el 
único país de América Latina que en su legislación no preveía ninguna vía de rendición de cuentas 
sobre los gastos partidarios. A propósito, aclaro que les voy a dejar el material que he traído. 


Hoy día, para legislar hay que mirar hacia el mundo y hacia la región. Estamos muy 
atrasados en la materia y no solamente en el financiamiento de los Partidos, sino también en el 
financiamiento de la política. 


Entonces, bienvenido este primer proyecto de ley; creo que su aprobación debe darse con 
amplio respaldo político partidario, con una buena discusión a nivel público y con actividades cívicas a 
las que desde ya convoco, además de ponerme a las órdenes para impulsarlas. Este proyecto se 
incluye dentro de esos que hay que discutir con la opinión pública, que hay que divulgar, que no hay 
que aprobar con un sentido vergonzante. En el Uruguay hay como una condición vergonzante al hablar 
de dinero, que tiene que ver con una cultura que nos permea; sobre todo, está mal visto hablar de 
dinero en determinadas actividades. Por ejemplo, no está bien visto cruzar dinero con política. ¿A qué 
lleva eso? A la peor de las soluciones, a aquella a la que hemos estado sometidos hasta ahora. Frente 
a las dificultades culturales para hablar de este tema -del cual se habla en todo el mundo con absoluta 
naturalidad, como una condición inherente a la democracia, al funcionamiento calificado de las 
instituciones democráticas- terminamos en la no regulación o, peor aún, en lo que hemos terminado o 
sea, fijando en el año electoral y a las apuradas, una supuesta ley de financiamiento de Partidos que 
determina cuánto va a dar el Estado por voto, cuánto va a anticipar, etcétera. 


Quiero terminar diciendo que respaldo este proyecto de ley. Me parece muy importante, 
porque ya era hora de que hubiera una legislación en ese sentido y convoco a una aprobación rápida 
pero sólida, aunque si hay que demorar para obtener un respaldo multipartidario, seguramente valdrá 
la pena, porque este es un proyecto de ley que necesita respaldo multipartidario. Hay detalles de 
técnica legislativa en la redacción, muchos de los cuales han sido incorporados en las referencias que 
los colegas han aportado, por lo que he visto. En el Instituto de Ciencias Políticas tenemos un 
programa de estudios legislativos que tiene expertos en técnica legislativa. Sé que este es un tema 
urticante para los Legisladores; sin embargo, no está mal discutir, sabiendo que quienes tienen 
finalmente la legitimidad para decidir en una democracia, por suerte, son ustedes y no nosotros. 


Estamos ante un problema que en el Uruguay no es tan grave como en otros países del 
mundo, pero también es muy invisible. Entonces, creo que sucede algo similar a lo que ocurre con el 
tema crucial de la violencia doméstica. ¿Los uruguayos se volvieron violentos en los últimos veinte 
años o era un tema invisible? Como historiador les puedo decir que era un tema fuertemente invisible y 
a veces hay que visibilizar los problemas para advertir su entidad. 


Creo que este proyecto, repito, es un inicio; hay que complementarlo con otros que hagan 
referencia directa al tema más global, es decir, ya no al financiamiento de los Partidos en las instancias 
electorales, sino al financiamiento de la política. Considero, además, que el Parlamento uruguayo debe 
legislar, en clave de anticipación, sobre temas de corrupción y no tiene que partir del diagnóstico de 
que ese no es un problema. 


Si realmente no es un problema -que deberíamos discutirlo- razón de más para 
anticiparnos a fin de que no lo sea. A ese respecto, quiero recordar que la Comisión anticorrupción 
anterior tiene en sus memorias un excelente proyecto de ley, elaborado sobre la base de la 
incorporación ajustada a las realidades uruguayas de los estándares internacionales más exigentes en 
la materia, con el aporte de técnicos extranjeros y nacionales. Lamentablemente, ese proyecto duerme 
el sueño de los justos, por lo menos hasta ahora. 


En suma, respaldo y celebro el proyecto; creo, sin embargo, que debe ser entendido como un 
primer paso. Hay algunas correcciones que hacerle, pero en términos generales es muy positivo. Creo 


que la orientación combinatoria y las novedades incorporadas son correctas, así como el proceso de 
haber empezado sobre la base del consenso claro de los proyectos ya presentados por los Partidos 
con representación parlamentaria en las Legislaturas anteriores. Pero les reitero: espero que no sea 
visto como un proyecto que cierra un capítulo; más bien me gustaría -dada la trascendencia cívica del 
asunto sobre el que estamos hablando- que fuera un primer paso en una dirección hacia la que, entre 
otras cosas -porque no siempre los problemas se solucionan con leyes; esto es algo que saben mucho 
mejor ustedes- se legislara sobre otros temas conexos. 


SEÑOR GALLINAL.- Lamentablemente no tuve la oportunidad de escuchar toda la intervención del 
profesor Caetano, cuya opinión mucho me interesa, porque tenía compromisos previos. De todas 
maneras conozco buena parte de su postura, porque he leído algunos documentos de su autoría que 
hacen al tema de la corrupción y de la financiación de los Partidos. En alguna medida, el proyecto de 
ley pretende limitar las contribuciones de los particulares y lo compensa con la contribución que hace 
en cada elección y en la que se pretende hacer de carácter permanente a los Partidos, a través del 
Estado; este es el camino que se está eligiendo. 


Uno de los temas más importantes y que nos genera mayores dificultades para su 
implementación en el proyecto de ley, es el del acceso gratuito a los medios de difusión, es decir, cómo 
se reparten, si hay que tener en cuenta las instancias electorales anteriores para ver cómo se puede 
establecer un criterio cuantitativo pero, a su vez, protegiendo la posibilidad de la aparición de nuevas 
fuerzas políticas o de nuevos sectores dentro de los Partidos. Digo esto, porque si nos guiamos 
solamente por el resultado electoral anterior, estamos cerrando la puerta a la renovación y nos parece 
que tenemos que estar en el extremo opuesto. 


¿Cómo ve el profesor Gerardo Caetano este tema desde esa perspectiva y desde la de los 
propios medios? Aquí se ha pensado en que una cantidad de minutos se reparta entre los Partidos. 
Entonces, ¿qué hacemos? ¿Habilitamos a que además de eso, los Partidos por su propia iniciativa 
puedan contratar una propaganda adicional o lo limitamos a ello? También se ha hablado de otros 
extremos que existen en otras naciones del mundo en donde, por ejemplo, en las campañas 
electorales está prohibida la propaganda a través de los medios. 


Necesitamos criterios que nos ayuden a resolver esos temas específicos de manera de 
actuar, por sobre todas las cosas, con mucha equidad, para no terminar, además, elevando los costos. 
Digo esto, porque si establecemos una cantidad determinada de carácter gratuito, pero facilitamos la 
posibilidad de contratar minutos adicionales, eventualmente, también se podría abrir una puerta que 
generara desigualdades. Por lo tanto, me gustaría conocer la opinión del profesor Caetano sobre este 
tema y si en su exposición ya habló de ello, pido disculpas. 


SEÑOR CAETANO.- Este es un tema crucial. No necesito hablarles del rol -a veces exagerado desde 
afuera, pero importantísimo- que desempeñan en la campaña política los medios de comunicación y, 
en particular, los canales de televisión públicos y privados. Lo que conozco son experiencias 
internacionales y creo que en esto hay que mirar el mundo, comparar y cotejar. En buena parte de los 
documentos que dejé, este asunto ha sido tratado. Allí, las experiencias rígidas, respecto a que, por 
ejemplo, todos los Partidos tienen un período similar o hay una prohibición generalizada, son 
equivocadas, no hay que buscar criterios rígidos. La tendencia mayoritaria apunta a que el Estado 
desde su rol de garante de derechos preserve un mínimo de presencia en los medios de comunicación 
-en particular, en los canales de televisión- tanto de los Partidos existentes como de los Partidos o 
sectores que aparezcan, a que haya la garantía de un mínimo, atendiendo, incluso, la aparición de 
nuevos Partidos y a que luego regule la participación en cuanto a que el Estado financie en clave 
proporcional, en relación a los votos obtenidos en la campaña electoral anterior. Eso parece justo, 
porque aun cuando aparezcan otros Partidos, los Partidos ya instalados tienen una tradición, una 
cultura, una instancia. 


Allí hay que tener en cuenta el problema de los derechos en colisión y se debe tener mucho 
cuidado en no herir, por la vía del acceso partidario a la publicidad electoral mediática, otros principios 
muy caros como el de la libertad de prensa -sobre todo en medios de comunicación muy sensibles ante 
este problema- ni herir intereses económicos. A ese respecto, la experiencia internacional muestra que 
la utilización del canal público debe ser distinta a la de los canales privados. El canal público no puede 
ser un canal del Gobierno y esto tiene que ser como una suerte de principio rector. Uno de los 
elementos que califica una democracia se pone de manifiesto cuando uno va a un país, mira un canal 


del Estado y ve hasta qué punto ese canal es del Gobierno. Cuando el canal del Estado es un canal del 
Gobierno, estamos mal. 


Esto no quiere decir que los canales privados sean neutrales o que no sean actores en este 
juego; sí, lo son, pero la regulación respecto a la presencia debe ser cuidadosa para no herir derechos 
y principios de libertad. 


En ese sentido, los criterios que más se manejan a nivel internacional son los que voy a 
reiterar. Primero, que el Estado garantice, desde su condición de garante de derechos, un mínimo de 
presencia en los medios de comunicación -sobre todo en los medios más caros- para todos los 
Partidos que compitan y también para los nuevos. 


Segundo, que en el caso de los Partidos ya existentes, esa presencia tenga relación -también 
a nivel de los sectores- con una consideración proporcional al cúmulo de votos obtenidos en la 
campaña inmediatamente anterior. 


Tercero, que haya una utilización absolutamente ecuánime en el terreno del canal público. Allí, 
las instancias pueden ser múltiples. He visto cómo, en otros países -por ejemplo, en Brasil, donde hay 
un canal del Senado, otro de la Cámara de Representantes, de la Universidad estatal, de Rio de 
Janeiro, de Brasilia- donde hay multiplicidad de canales, se cuida mucho la igualdad de comparecencia 
de todos los Partidos a nivel de los medios públicos y eso me parece muy importante. 


A nivel de la posibilidad de obtención de financiamiento privado para presencia plus en los 
medios de comunicación, la experiencia indica que la prohibición es un camino equivocado, porque no 
se cumple pues hay mil formas de eludirlo. Entonces, lo que proponen organizaciones como 
“Transparency International” no es la prohibición, sino la regulación, con un eje fundamental -que está 
contenido en el proyecto- que es la transparencia, la rendición de cuentas, la “countability”. Me refiero a 
que sea muy claro quién dona y cómo y cuánto se gasta, es decir, que haya una responsabilidad muy 
clara en esa dirección. Con un agregado, que todos conocemos: el manejo en los medios privados de 
comunicación respecto al costo de las campañas electorales no es igualitario en el Uruguay; diría que 
no lo es en ningún país del mundo, pues, más allá de que las tarifas son formalmente iguales, a la hora 
de la facturación todos sabemos que eso no es así. Solamente estoy diciendo que “El rey está 
desnudo”; estoy expresando algo que todos saben, por más que sea inconveniente decirlo. Esta es 
razón de más para hacer hincapié, no en la prohibición -que me parece que es un camino infértil que 
habría que ver, incluso, si no violenta derechos y que, sobre todo, es ineficaz- sino en la regulación a 
efectos de que ponga su eje en la transparencia y en la Rendición de Cuentas. Esto es lo que proyecta 
la experiencia internacional y me parece que, en el caso uruguayo, una solución que combine, con 
algunos ajustes, estos criterios, no violentaría nuestra cultura política ni nuestra visión de cómo deben 
funcionar las cosas. 


Esta es, sobre todo, la visión internacional que emerge de las formas en que se ha tratado de 
resolver este asunto que es, tal vez, uno de los más polémicos. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si ningún señor Senador quiere efectuar preguntas, me gustaría trasmitirle al 
profesor algunos aspectos que seguramente analizará cuando le mandemos el proyecto o borrador 
para elevar al Senado, a los efectos de que lo pueda entender, si es que al final algunas de las cosas 
que estamos conversando se termina confirmando. 


Por ejemplo, en cuanto al tema del funcionamiento permanente, creo que la virtud que tuvo la 
sección tres es ponerlo arriba de la mesa. Las soluciones, ahora, están pasando por otro lado: un 
financiamiento moderado de aquí a las elecciones -porque el Estado no lo tenía previsto, nos guste o 
no- y un recurso más importante a partir del próximo período para que exista, precisamente, un 
funcionamiento permanente. 


En contrapartida podemos considerar la idea de que las contribuciones privadas, en la 
medida en que el Estado uruguayo vaya poniendo más recursos, vayan acotándose más. Esto es, 
incluso, porque algunos promotores del proyecto consideramos que estos aspectos son importantes. 
Todos sabemos que si una persona tiene para aportar determinada cantidad y su cónyuge también, se 
va conformando una cifra que no parece lógico que se aportara, salvo que se busque otra cosa y esto 
es lo que no queremos incentivar. 


Es el caso de las empresas que muchas veces, por decirlo de alguna forma, terminan 
poniendo “muchos huevos en muchas canastas”. 


Por otro lado, queremos incorporar el tema de que los Partidos puedan tener fundaciones, 
que estas puedan recibir dinero de los Partidos y del Estado y que puedan lograr acuerdos de 
cooperación con otras fundaciones a nivel internacional para todo aquello que tenga que ver con 
seminarios, inteligencia y otro tipo de aspectos, pero no para campaña electoral. Esto sí podría 
destinarse a la elaboración de proyectos y a la capacitación y los Partidos después podrán disponer si 
los impulsan o no en una campaña electoral. 


Entonces, ahí podríamos tener resuelto el aspecto del relacionamiento internacional acotado 
y bien direccionado con respecto al tema de la capacitación, de la elaboración de proyectos, de 
inteligencia, de equipos, etcétera, separándolo de lo que es el ruedo proselitista que no sólo no sería 
aconsejable, sino que, en realidad, habría que prevenirlo. A la vez, podríamos analizar el tema del 
relacionamiento de Partidos de diferentes países con respecto a campañas electorales y ni qué decir 
de gobierno; quizás en eso tenemos una postura más dura que la que el propio proyecto plantea. 


Con respecto a la televisión -o a los medios- hay que tener en cuenta que es un tema 
complejo en el que vamos para atrás y para adelante. Por ejemplo, para no generar un estímulo para la 
formación de Partidos, se podría disponer que los Partidos que tengan acceso a ese mínimo de 
espacio en televisión también deberán tener un mínimo de integrantes en la interna. El temor es que 
alguien se presente en la interna, obtenga sólo cuatro votos y después tenga la posibilidad de contar 
con algunos minutos a nivel nacional sin ningún tipo de respaldo. Entonces, empezaría a aparecer todo 
tipo de personas que lo lograrían con sólo presentar la lista. No alcanza con eso; también deben reunir 
la cantidad de integrantes de la lista a convencionales que exige la Corte Electoral -no son muchos en 
comparación con otros países; creo que son 500 ó 1.000- y el 1% del electorado. De lo contrario, la 
opinión pública se verá bombardeada por veinte o treinta Partidos que no existían y, de alguna forma, 
estaríamos pervirtiendo el objetivo. 


Después hay que tener en cuenta todo lo que tiene que ver con el acceso de los Partidos con 
historia, con presencia, lo que no es fácil. Hay que ver si se les prohíbe comprar minutos, porque 
después los que aparecen en los noticieros son los que tienen propaganda. 


Por otro lado, vamos a recoger alguna norma de ecuanimidad en los temas y analizar si no 
debemos poner un tope en la compra de minutos por parte de los Partidos, no sólo en tiempo, sino 
también en el monto. Obviamente, esto conlleva las dificultades que implica la regulación de un precio 
por ley, lo que no es aconsejable y es complicado. Tampoco se trata de que los Partidos, al intentar 
aliviar sus esfuerzos a la hora de lograr presencia en los medios, por los minutos adicionales que 
compran, terminen endeudándose más debido a los precios que se cobran. En definitiva, se trata de 
lograr un equilibrio que es difícil. 


De todas maneras, creo que este proyecto de ley es una base muy importante, aunque es 
cierto que va a tener modificaciones de todo tipo, porque hemos hecho un buen análisis del mismo. 
Pienso que, en la medida que este proyecto se haga cultura y que los Partidos se acostumbren a rendir 
cuentas, se podrá decidir que esas cuentas se rindan según un determinado modelo o protocolo. Eso 
también va a implicar la generación de una conciencia por parte de los Partidos que permitirá que, en 
la medida que se hagan rendiciones de cuentas más “duras” -entre comillas- el Estado financie más. 
Realmente, aspiro a que las empresas privadas no hagan aportes -sí los particulares o los 
empresarios- porque como entidades jurídicas no tienen ideologías. Pero, como contrapartida, si se 
saca esa fuente de recursos, los Partidos deberán recibir otros. 


Estas son algunas de las inquietudes que han ido surgiendo a medida que hemos ido 
recibiendo a los distintos invitados. Seguramente, después de su visita aparecerán otras que serán 
incorporadas en el proyecto, que es sobre un tema complejo y harto opinable. 


SEÑOR CAETANO..- Coincido con lo que señala el señor Presidente y, reitero, que comienzo tienen las 
cosas. Lo importante es dar una señal fuerte este año -por todo lo que significa este año- de 
anticipación respecto a un problema en el que hay una cuenta pendiente enorme que, a esta altura, es 
inexplicable en la democracia uruguaya. 


Realmente, creo que allí hay un debate cultural, por lo que instaría a que la aprobación de 
este proyecto tuviera un curso público fuerte. Para esto reitero la necesidad del concurso no sólo del 
Instituto, sino también de la academia uruguaya que realmente está preocupada por estos temas y 
quiere colaborar. Me parece muy importante que la sociedad uruguaya, antes de los tiempos 
electorales, discuta con apertura estos temas y lo haga con visión de mundo y con calificación. Cuando 
estos temas se discuten en el año electoral están contaminados de cálculos y de cosas menores; por 
tanto, hay que discutirlos lejos de la elección y reitero que el año que viene ya estaríamos muy cerca. 


Supongo que ustedes han tenido conversaciones con los miembros de la Corte Electoral. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Todavía no. 


SEÑOR CAETANO.- La Corte Electoral es un órgano sobresaturado de funciones y que, además, tiene 
un problema importante de financiamiento. Me parece muy importante que las prohibiciones y las 
inhibiciones también estén vinculadas con sanciones efectivas y que no sean simplemente saludos a la 
tribuna o a la bandera. También entiendo importante que la regulación, el seguimiento y la Rendición 
de Cuentas deben ser efectivas y no simplemente una declaración pública que no tenga por detrás una 
investigación sostenida. Creo que en esto la Corte Electoral debe jugar un rol fundamental y me 
pregunto si tiene los recursos humanos y económicos necesarios como para que efectivamente pueda 
cumplir su papel a cabalidad. Por lo tanto, creo que es muy importante trabajar con este organismo en 
la elaboración final de este proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El informe del Tribunal de Cuentas aspira a no quedar dependiente de la 
Corte. Creo que de lo que se trata es de poder hacer esta gestión o tarea, pero no en forma 
dependiente de la Corte, sino como organismo propio. A nosotros nos parece que esto es algo que 
puede estar bien. 


SEÑOR CAETANO.- Otros países de América Latina utilizan la figura del respaldo de organizaciones 
como Transparency Internacional, que no necesariamente tienen que estar incorporadas a título 
expreso en la ley, pero en la práctica pueden ayudar mucho. Incluso, sobre la defensa y 
fundamentación del proyecto de ley, quiero decir que causa realmente sorpresa hacer un cálculo de 
cuánto le sale a cada uno de los ciudadanos vivir en democracia. En torno a esto hay todo un tema 
cultural, de que la política es cara. Esto es sabiduría convencional infundada y hay formas de medición 
internacional legitimadas. Cuando se hace el cálculo de cuánto le sale a cada ciudadano vivir en 
democracia y se lo compara con otros gastos, realmente no hay persona que no pueda sorprenderse. 
Por eso, la promoción pública de este proyecto de ley me parece muy importante. 


SEÑOR GALLINAL.- Coincido especialmente con la última afirmación que acaba de hacer el profesor 
Caetano -lo que no significa que no haga lo propio con sus anteriores manifestaciones- en el sentido de 
impulsar esta iniciativa que nos trae, a efectos de que efectivamente tengamos -con el respaldo de los 
Institutos- la posibilidad de generar Foros, instancias académicas o debates, en función de los cuales 
avancemos en la necesidad de trasmitirle a la ciudadanía lo importante que es para un país invertir en 
democracia. Esto es lo que pretendemos hacer. 


Estoy convencido de que se acabó el tiempo de la improvisación, cuando los Partidos 
Políticos podíamos trabajar sin los asesoramientos correspondientes, para los que se necesitan 
recursos. Me parece que ningún Partido político puede llegar a una instancia electoral sin tener al 
alcance de su mano encuestas que le muestren el estado de la opinión pública, por ejemplo, sobre los 
temas más importantes que le preocupan a la ciudadanía. Ahora bien, todo esto significa gastos que 
los Partidos no están en condiciones de afrontar por una razón muy sencilla: ellos no tienen, excepto 
para las instancias electorales, ninguna fuente de financiamiento formal y definida por ley. 


Por lo tanto, quiero decir que considero por demás interesante lo que nos acaba de señalar 
el profesor Caetano. Es en ese sentido, entonces, que creo que deberíamos comenzar a generar en 
los tiempos inmediatos estas instancias de hacer conocer la necesidad de invertir en democracia y de 
tener un financiamiento de carácter permanente que, entre otras cosas, apunta al objetivo de eliminar 
posibles causas de corrupción en una materia de estas características. 


Más allá de que exista un financiamiento permanente y un financiamiento para la elección y 
de que ambos puedan ser traducidos en porcentajes, dependiendo del resultado de la elección, lo que 


resulta difícil es repartir los espacios en los medios de difusión. Esto es lo complicado. ¿Por qué? 
Porque ello no se debe a la aparición de nuevos Partidos Políticos -que pueden surgir- sino a la 
aparición de nuevas figuras o sectores dentro de los ya existentes. Creo que en ese aspecto es donde 
podríamos llegar a estar más complicados, porque este no es un tema menor. Obviamente, cada uno 
pondrá sobre la mesa su experiencia; en nuestro caso, ella indica que en una campaña electoral, entre 
el 70% y el 80% de los recursos se gastan en medios de difusión. Entonces, ¡vaya si será importante 
definir este tema! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de despedir al profesor Caetano y agradecerle su presencia en este 
ámbito, le decimos que una vez que unifiquemos todas estas ideas y elaboremos algo concreto, se lo 
haremos llegar. Por otra parte, estamos a las órdenes para cualquier reflexión que se desee hacer 
sobre el tema del financiamiento, tanto en esta Casa como en la de ustedes, con la Comisión en su 
conjunto o con algunos de sus integrantes. Si el señor Caetano tiene razón y esto no es una ley más, 
por suerte hay una Comisión especial que le da destaque, por lo que habría que hacer una discusión 
pública para llegar al objetivo sin culpas. Además, quizás la Academia también reflexione sobre la 
oportunidad o no de comenzar una discusión entre nosotros. 


SEÑOR CAETANO.- Nuevamente agradezco la invitación y aclaro que me llevo este compromiso al 
que sumo -puesto que me parece muy importante- un vínculo directo con la Comisión de la 
organización Transparency International, organismo totalmente independiente que respalda este tipo 
de procesos en todo el mundo. 


Por lo tanto, mantendremos una comunicación y desde ya les digo que estoy a sus órdenes. 
Por último, quiero aclarar que cuando hablo de la Academia no solamente me estoy refiriendo al 
Instituto de Ciencia Política, sino también a múltiples institutos y universidades que tienen especialistas 
con los que haríamos un Foro muy pluralista en términos académicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia del profesor Gerardo Caetano. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
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